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PRESIDE: — Señor Representante Alfredo Asti. 


MIEMBROS: Señores Representantes Eduardo Brenta, José Carlos Cardoso, Roberto Conde, Jorge 
Gandini, Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Gabriel Pais, Pablo Pérez, Iván Posada 
y Héctor Tajam. 


DELEGADO 
DE Señor Representante José Quintín Olano Llano. 


SECTOR: 
INVITADO: Señor Catedrático de Derecho Comercial, doctor Siegbert Rippe. 


SEÑOR PRESIDENTE (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
El señor Diputado José Carlos Cardoso ha pedido la palabra para un asunto previo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En virtud del acuerdo alcanzado, según el cual corresponde la 
primera Vicepresidencia de esta Comisión al Partido Nacional, proponemos al señor Diputado Gandini 


para desempeñar esa función. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 

Aunque no esté presente en Sala, felicitamos al señor Diputado Gandini por haber sido electo para este cargo. 
(Ingresa el doctor Siegbert Rippe, catedrático de Derecho Comercial) 


——— Damos la bienvenida al doctor Siegbert Rippe, a quien hemos convocado para recabar su asesoramiento 
respecto a dos asuntos que figuran en el orden del día de esta sesión. 


Con respecto al segundo punto relativo a la información de clientes de las empresas de intermediación 
financiera, se recordará que hay un proyecto de ley presentado por el señor Diputado Posada y que luego el 
Poder Ejecutivo envió una iniciativa distinta que lo tomó como antecedente. 


En cuanto al tercer punto del orden del día, "Libertad de Comercio y Preservación de la Libre Competencia", 
también hay un proyecto presentado por varios señores Diputados. 


Agradecemos la gentileza y la rapidez con que el doctor Rippe ha respondido a nuestra convocatoria. Para 
nosotros es un honor contar con la presencia de tan prestigioso catedrático de la Universidad de la República 
para asesorarnos sobre estos dos asuntos sobre los cuales sabe mucho; además ya ha asesorado a esta 
Comisión en Legislaturas anteriores, así como a otras organizaciones que tienen que ver con el tema. 


Para ordenar el trabajo de la Comisión, correspondería comenzar analizando el segundo punto del orden del 
día, que tiene que ver con el Mensaje remitido por el Poder Ejecutivo que, como dije, tiene como antecedente 
el proyecto presentado por el señor Diputado Posada. En este sentido fueron consultadas autoridades del 
Ministerio de Economía y Finanzas y en una visita que nos hicieron en esta Comisión, plantearon que era 
preferible tratar el tema por otro camino que, según se entiende desde el Poder Ejecutivo, amplía las 
posibilidades de brindar esta información por parte del Banco Central del Uruguay. 


Entonces, se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "Información de clientes de las empresas 
de intermediación financiera relacionada con créditos, préstamos, hipotecas, prendas o garantías u otras 
obligaciones”. 


SEÑOR RIPPE.- Agradezco a la Comisión la invitación a esta reunión. 


Es correcto lo que dice el señor Presidente en el sentido de que tuvimos algún tipo de participación, directa o 
indirecta, en los dos proyectos en consideración. En el que vamos a tratar ahora, no tengo participación 
directa, pero es un tema que nos ha preocupado y tiene que ver con el secreto bancario, con el objeto, alcance 
y límites de la información que correspondería proporcionar al mercado. 


Efectivamente, la idea del Poder Ejecutivo se aparta de lo que nosotros hubiéramos pensado como la mejor 
solución para tratar el tema del secreto bancario. Supongo que la forma en que se plantea el punto desde el 
Poder Ejecutivo no es gratuita. Creo que el origen del problema tiene que ver con las diferencias de 
interpretación que se dieron en el medio, desde el año 1982, con respecto al secreto bancario. Siempre hemos 
entendido -seguimos creyendo lo mismo y consideramos que lo seguiremos pensando- que el secreto 
bancario en la República Oriental del Uruguay solo alcanza a las operaciones pasivas de las instituciones de 
intermediación financiera y no abarca de ninguna manera las operaciones activas de dichas instituciones. 


El señor Presidente dijo que había sido convocado para asesorar a la Comisión; en realidad, básicamente 
pretendo plantear algunas ideas sobre este punto. No me atrevería a asesorar, sí a intercambiar ideas. ¿Y cuál 
fue el problema que se planteó en el medio? Toda la doctrina comercialista siempre entendió el artículo 25 de 
la Ley_N* 15.322 en los términos por mí señalados. Fue básicamente la doctrina penalista la que planteó 
posibles temas de interpretación y lo hizo -de alguna manera el medio así lo asumió- sobre la base de la 


fuerte sanción penal incluida en el artículo 25. Creo que en ese sentido esta norma era una espada de 
Damocles para el medio y, ante el temor, optaron por entender que la información sobre operaciones 
bancarias activas también estaba cubierta por el secreto bancario. Insisto en que no es nuestra interpretación; 
no fue la de la doctrina mercantilista ni la intención de los autores del artículo 25 en el año 1982: eso queda 
absolutamente claro. 


Entonces, pensamos que hubiera sido necesaria una norma interpretativa o declarativa sobre el alcance del 
secreto bancario aclarando, lisa y llanamente, que no incluye las operaciones activas de las instituciones de 
intermediación financiera. Esto implicaría que todo otro tipo de información vinculada con operaciones 
bancarias activas -esto es no pasivas- sería accesible a todos los agentes económicos del mercado. Para 
nosotros, pues, una norma interpretativa o declarativa hubiera sido suficiente. Más allá de la opinión que 
pudieran tener las cátedras sobre el objeto, alcance y límites del secreto bancario, esa norma era necesaria 
porque en el mercado uruguayo se observa que hay información asimétrica al alcance de los agentes 
económicos y que algunos de ellos tienen información preferente y privilegiada, particularmente a la hora del 
otorgamiento del crédito. Siempre hemos entendido que como instrumento de crédito, la información es 
indispensable y no es razonable que haya agentes económicos, que estando en determinada posición, no 
tengan tal información. En un sistema económico con nuestras características no es posible que haya agentes 
económicos que no accedan a información crediticia, porque eso es fundamental para el crédito. Partimos de 
la base de que en la dinámica de una economía -sobre todo en el ámbito comercial, en el que uno se 
desenvuelve- el crédito es un instrumento fundamental para el otorgamiento de préstamos. Todos aquellos 
que son prestamistas -en el mejor sentido de la expresión- o proveedores de crédito o de bienes y servicios - 
también a crédito-, deben contar exactamente con el mismo tipo de información. 


Nos consta que existe determinada información, como la relativa a cuentas suspendidas -inclusive el Banco 
Central del Uruguay, a través de su central de riesgos crediticios tiene este tipo de información-, a la que solo 
acceden las instituciones de intermediación financiera. 


En definitiva, hay actores sociales en el sistema que tienen mejor información sobre el crédito que otros 
agentes económicos. Esto nunca hubiera ocurrido de haberse hecho una adecuada interpretación del 
artículo 25 de la ley de intermediación financiera. 


Hablábamos de una disposición interpretativa o declarativa por varias razones. Esta es una plaza muy 
sensible desde el punto de vista económico financiero. Hoy día, y hace ya muchas décadas, el secreto 
bancario es la esencia del sistema; no deja de ser algo así como el buque insignia del sistema financiero 
uruguayo. Cualquier norma que pueda hacer sospechar a la sociedad, a la economía, a los actores sociales, a 
los agentes económicos, que se está modificando el secreto bancario, puede generar un problema. Entonces, 
insisto en que con una norma interpretativa o declarativa sobre el objeto, alcance y límites del secreto 
bancario esto podía prevenirse, superándose y evitándose cualquier tipo de confusión. Así lo manejamos, 
inclusive, en un proyecto de investigación que desarrollamos en base a un convenio con el Banco 
Interamericano de Desarollo y la Liga de Defensa Comercial -ya aprobado por el propio BID-, donde una vez 
más sugeríamos la inclusión de normas interpretativas al estilo de la que se hizo en el proyecto del señor 
Diputado Posada, con la única particularidad de que se ampliara la posibilidad de acceder a información 
crediticia disponible en el sistema financiero y también en el Banco Central del Uruguay. A nosotros nos 
tomó de sorpresa observar la tónica del Poder Ejecutivo y, más allá de la buena voluntad de éste, en cuanto a 
abrir las fronteras del conocimiento crediticio del mercado, desde nuestro personal punto de vista, este asunto 
tiene dos aspectos a considerar. 


El primer aspecto tiene que ver con que si efectivamente se está previniendo o evitando distorsión del secreto 
bancario en la República Oriental del Uruguay. La otra problemática es el alcance de la información que se 
pretende conferir por parte del Banco Central en base a esta disposición legal. 


Con respecto al primer punto yo insisto: tengo temores de que se pueda entender que en la República Oriental 
del Uruguay se está dictando una ley que modifica el alcance del secreto bancario. Creo que esa no es la 
intención del Poder Ejecutivo y, que yo sepa, de ningún agente político económico social de este país. Por 
tanto, pienso que en todo lo posible esto debería evitarse. ¿Por qué lo aclaro? Porque en el proyecto del Poder 
Ejecutivo es absolutamente marginal la referencia a que la información que puede estar disponible para los 
agentes económicos no alcanzan los activos y demás en las instituciones de intermediación financiera. Y esta 


sola frase es la que está referida al artículo 25 del Decreto-Ley N”* 15.322, aunque no se menciona para nada 
en este proyecto de ley. 


Por tanto, mi primera observación -que es más que un reparo- es la siguiente. Señores: desde nuestro punto 
de vista hay que tener mucho cuidado con que no se esté manejando una ley que haga pensar al sistema y a 
quienes actúan en él, dentro o fuera del país, que estamos modificando el alcance del sistema bancario. 


Hay una segunda observación vinculada a esta última: una cosa es una nueva ley y, otra, una ley 
interpretativa o declarativa. Si yo utilizo un sistema legal de base declarativa o interpretativa, estoy 
retrotrayendo los efectos de la norma. Estoy diciendo que ese siempre fue -reitero una vez más- el objeto, 
alcance y límites del secreto bancario en la ley de interpretación financiera. Si estoy dictando una nueva ley, 
que no digo que es declarativa ni interpretativa, esto entra a regir a partir de la fecha. Por lo tanto, hacia el 
pasado va a quedar la sensación de que recién ahora hay posibilidad de acceso a la información crediticia. Y 
esto no estaba ni está, ni amerita la lectura del artículo 25 del Decreto-Ley N? 15.322. 


Entonces, me pregunto: si aplicamos esta normativa a partir de ahora, qué hacemos con todo el pasado, entre 
los años 1982 y 2005. ¿Estaríamos aceptando ese criterio? Esto es para pensarlo. ¿Estaríamos aceptando el 
criterio de que recién ahora esto se interpreta así, o siempre debió haberse interpretado de similar manera? 


Otro aspecto vinculado a este tema es cómo se accede a esa información. En realidad, abrir la posibilidad al 
Banco Central es viable pero, de todas maneras, siempre debería tenerse presente que toda información que 
está en un registro público -como el que tiene el Banco Central- tiene que estar a disposición del público en 
general. No se trata de que el Banco Central esté informando permanentemente a la prensa sobre cuál es la 
situación crediticia en el país, por bancos o por los deudores en sí. Se trata de que aquellos que están 
vinculados con políticas de crédito, definitivamente tengan acceso a esa información, que siempre ha estado 
disponible en el Banco Central del Uruguay. 


Por otro lado, me preocupa el tema de los deudores. Una cosa es que yo, agente económico, esté en 
condiciones de acceder a una información crediticia disponible en las instituciones de intermediación 
financiera o en el Banco Central del Uruguay -ya sea a través de sus diferentes registros, particularmente, el 
registro de cuentas suspendidas y el llamado central de riesgo crediticio- y otra, cosa es si debo o no difundir 
el nombre de los deudores en forma pública. 


Acá hay dos temas: la sola denuncia de quienes son los deudores del sistema "per se", parece ser más una 
sanción que una información. En este país estamos acostumbrados constitucionalmente a que nadie puede ir 
preso por deudas, y ser deudor del sistema financiero de por sí no es bueno, malo ni regular. Esta iniciativa 
ataca temas vinculados con la intimidad, o con la personalidad jurídica, con cierto tipo de derechos humanos. 
Por tanto, yo sería cuidadoso de dar nombres de deudores por darlos. 


Una cosa es que los bancos, las cooperativas de intermediación financiera, otras entidades de intermediación 
financiera, los proveedores de bienes y servicios que accedan a la información crediticia y, otra, totalmente 
diferente, es la difusión pública de quiénes son los deudores del sistema. Esto parece ser una suerte de 
sanción o de castigo. Desde el punto de vista constitucional -no soy constitucionalista- me puede preocupar 
en qué medida estoy afectando o ingresando en la esfera de la intimidad, o si estoy creando una nueva 
sanción que es publicar y publicitar quiénes son los deudores de este país. 


Esta es mi segunda consideración de prudencia sobre este proyecto de ley. Es cuanto quería decir, en primera 
instancia, sobre este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Su exposición ha sido muy rica y, seguramente, van a surgir muchas 
consideraciones. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- He seguido con atención las consideraciones realizadas por el 
doctor Rippe. Hace tiempo que estoy procurando una transparencia en el sistema financiero y he leído 
muchos artículos del doctor Rippe. 


Coincido con él en cuanto a la norma interpretativa, inclusive, hace varios años elaboré un proyecto de ley en 
ese sentido. 


En cuanto a lo señalado por el doctor Rippe en el sentido de tener precaución en dar los nombres de los 
deudores, es ahí donde quisiera hacer algunas preguntas. Yo como legislador, dentro de mis funciones tengo 
la de controlar al Gobierno, a los Entes Autónomos, etcétera. Hago este planteamiento porque lo he intentado 
hasta el cansancio y sigo queriéndolo hacer porque tengo mis grandes desconfianzas en cuanto a la actuación 
del sistema financiero. Si no puedo conocer los nombres de los deudores, ¿cómo puedo saber si el banco 
estatal ha dado bien los créditos, si ha hecho bien las quitas, las refinanciaciones y si no ha beneficiado a 
algún grupo o a personas? Yo pregunté pero me dicen, por ejemplo, que los créditos mayores a US$ 50.000, 
son 10.000. Entonces, quisiera saber cómo hago para controlar las operaciones realizadas por organismos del 
Estado -que tengo que controlar porque es dinero del Estado-, si no tengo acceso a los nombres. 


En parte entiendo lo que quiere decir el doctor Rippe, pero quienes tenemos que controlar, no podemos 
hacerlo, al menos que él nos explique algún otro camino. En este momento yo no puedo preguntar si Juan 
Pérez pagó o no, cómo lo hizo, si tuvo una quita, por qué le perdonaron esto o aquello, o por qué le dieron 
garantías. Estas son las cosas que ocurren y que todos sabemos porque la gente es la que nos lo dice, pero no 
tenemos la certeza porque oficialmente nadie lo informa. Es decir, nadie nos dice, por ejemplo, que a Fulano 
de tal se le prestó US$ 20:000.000, y que no pagó nada, etcétera. 


Entonces, si nos remitimos a esa interpretación que el doctor Rippe señala en cuanto a proteger el nombre del 
deudor, yo no puedo cumplir con mi tarea. 


SEÑOR RIPPE.- En ningún momento dije que no habría acceso al nombre de los deudores por parte 
del sistema, llámese el sistema político o económico. Una cosa es acceder a los nombres y, otra, la libre 
difusión del listado de los nombres. 


Yo no hago reparo en cuanto a acceder a la información, por parte de quien corresponda, sobre los nombres 
de los deudores; lo que me preocupa es la libre, ilimitada, discrecional o arbitraria difusión de los nombres. 
Reitero: una cosa es el acceso y, otra, que se publique libremente, hasta con ligereza, el nombre de los 
deudores por el solo hecho de ser tales; a eso me refiero y no a inhibir el derecho del Parlamento a controlar 
determinadas actividades o ciertas operativas, sobre todo por la banca estatal. 


Me refiero a otra cosa. En ninguna forma se me ocurre decir que esto queda inhibido; lo que me preocupa es 
la difusión por la difusión misma. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Gandini) 


SEÑOR ASTI.- Como ya he señalado, me parece excelente la exposición del doctor Rippe; hay varios 
aspectos para considerar e intercambiar opiniones. 


Quisiera referirme al primer asunto que señalaba el doctor Rippe relativo a la conveniencia o no del proyecto 
de ley propuesto por el señor Diputado Posada que pudiera transformarse en una ley interpretativa. Quedó 
claro el estudio que se realizó del decreto ley por parte de los Consejeros de Estado de aquel momento. De 
allí surge que no se incluyen las obligaciones de los clientes del sistema financiero. Al mismo tiempo, nos 
encontramos con la explicación del Poder Ejecutivo en cuanto a que, utilizando este mecanismo, de cualquier 
manera el Banco Central, a través de los artículos 22 y 23 de la Carta Orgánica, se vería imposibilitado de dar 
información. El mensaje del Poder Ejecutivo nos ilustra acerca de cuáles serían las posibilidades que el 
Banco Central tendría para brindar esa información. 


Hay un elemento importante y una referencia al Código Penal que puede tener alguna interpretación. La 
doctrina penalista ha insistido en la confidencialidad de algunos datos; por lo tanto, ese tema podría seguir 
limitado con la sola interpretación. 


No voy a hablar del tema del pasado; en todo caso, se podrá hacer una consideración en cuanto a qué pasó en 
el período en que no rigió esta ley, sino la interpretación de que el secreto bancario incluía también esa parte 
de las obligaciones de los clientes. 


Sobre el acceso a la información, hemos conversado con algunos de los autores del proyecto del Poder 
Ejecutivo acerca de la posibilidad de centralizar toda la información en el Banco Central, precisamente, por 
las características que su Ley Orgánica y la normativa vigente le otorgan. La central de riesgo tiene una serie 


de informaciones que van incrementado o formando las primeras instituciones financieras y el Banco Central 
es simplemente un administrador de esa información. Por lo tanto, a través de la ley quería evitarse cualquier 
oposición a que el Banco Central pudiera manejar dicha información. 


En cuanto a la publicación de deudores, debo decir que en este momento tan especial que está viviendo el 
país sabemos que el endeudamiento es motivo de titulares de la prensa, prácticamente todos los días. El 17 de 
junio, el Gobierno presentó un documento que hace referencia expresamente a la necesidad de dar 
transparencia a este tema. Siempre se toma el endeudamiento crítico, el vencido, y se intenta solucionar a 
través de la mejor vía posible para que aquellos que realmente han hecho un esfuerzo y han tenido voluntad 
de pago puedan volver a ser sujetos de crédito. Por otro lado, hay una serie de deudores contumaces para los 
cuales el Gobierno entiende que se debe tener otro tipo de actitud para salvaguardar el sistema financiero, 
pero no para protegerlo; me refiero al sistema financiero integrado por deudores y acreedores, no solo por 
acreedores. De esa manera, se da transparencia y se sabe tratar distinto a quienes han actuado diferente frente 
a toda la sociedad. En los últimos veinte años hubo más de treinta refinanciaciones; este tema siempre le ha 
costado mucho a la sociedad. 


Por lo tanto, una de las intenciones que está prevista en esta modificación -en definitiva, en la Carta Orgánica 
del Banco Central- es la posibilidad de hacer publicaciones sobre algunos deudores, junto con otra serie de 
infractores a normativas bancocentralistas, y separar a los deudores contumaces de aquellos que han 
demostrado capacidad de pago. 


SEÑOR RIPPE.- Entiendo la posición del Banco Central, pero quiero decir lo siguiente. 


Desde mi punto de vista, el Banco Central, aun hoy sin ley, no tiene ningún fundamento para no proporcionar 
el listado, por ejemplo, de las cuentas suspendidas; no hay un solo argumento. Cuando uno deja de pagar un 
cheque o este es devuelto por falta de fondos o por fondos insuficientes, se suspenden las cuentas por 
disposición legal -por el Decreto-Ley_N” 14.412- y hay infracción a la fe pública. En ese caso, no se publica 
el nombre de la persona cuya cuenta está clausurada, simplemente, por el hecho de ser deudor; cuando se 
califica la conducta delictual de quien firma un cheque que no es pagado en tiempo y forma -por ejemplo, por 
falta de fondos- es porque ha infringido la fe pública, no por el hecho de ser deudor. Hasta donde nos consta 
hay informes internos contradictorios de Sala de Abogados sobre las cuentas suspendidas. Hay abogados que 
entienden -no es ninguna infidencia; quien habla lo plantea en la investigación que realizamos- que 
efectivamente este tema está tutelado por el sector bancario, pero hay abogados -están dos a dos- que 
consideran que las cuentas suspendidas no tienen nada que ver con el secreto bancario. El Banco Central, en 
la interna, tiene diferencia de criterios de parte de los profesionales. 


Con respecto a la central de riesgos crediticios, el único argumento que se ha dado sustantivamente para no 
revelar la información es que esta es proporcionada por las instituciones de intermediación financiera; ellas 
son las proveedoras y las usuarias de la información. Como supuestamente esa información la tienen las 
instituciones de intermediación financiera bajo el amparo del artículo 25 -a pesar de ser información 
meramente crediticia-, el Banco Central tampoco se atreve a darla. Comprendo que ellos, para mayor 
seguridad, quieran tener una ley, pero nadie discute la posibilidad de una ley interpretativa en este sentido. 
Además, las disposiciones penales son leyes; las normas de la Carta Orgánica del Banco Central son leyes. 
Una ley puede interpretar de manera distinta todo este tipo de situaciones. Es mi modesto punto de vista. Una 
cosa es que el Banco Central quiera tener certeza en cuanto a la proporcionalidad de la información y otra es 
que esto necesite un tipo de ley de estas características. 


SEÑOR PAIS.- Comparto de comienzo a fin todas las expresiones que ha realizado ante la Comisión el 
doctor Rippe. 


Considero que el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo es equivocado. Acá tiene que haber una ley 
interpretativa. ¿Por qué? Porque con la tesitura del proyecto que remitió el Poder Ejecutivo, recién a partir de 
la aprobación de la ley cualquier difusión de operaciones bancarias activas se transforma en legítima. Sin 
embargo, con la teoría interpretativa hacemos retroactivo esto -como bien señaló el doctor Rippe- y 
legitimamos cualquier difusión. Con el proyecto del Poder Ejecutivo, claramente transformamos en 
delincuentes a todo el que haya difundido algún tipo de dato sobre operaciones activas, porque estamos 
avalando la tesis de los penalistas de que esto era delito y estamos dejando de lado la tesis de la doctrina 


comercialista que unánimemente ha señalado desde hace veinte años que esto se puede difundir. Esta postura 
me parece absolutamente equivocada. 


Debemos remitir a los redactores de la ley las manifestaciones realizadas en la Comisión por el doctor Rippe 
y creo que tienen que recapacitar. No solo recojo las palabras que sobre temas estrictamente jurídicos ha 
vertido el doctor Rippe; también recojo las vertidas en materia política-legislativa. Este proyecto de ley tal 
cual está, tomado por un titular de un diario de Buenos Aires, ya nos genera un problema en el sistema 
financiero. Inclusive, es difícil llegar a darse cuenta de que el primer inciso del artículo 1* solo se refiere a las 
operaciones bancarias activas; hay que llegar hasta el final. 


(Interrupciones del señor Representante González Álvarez) 


——— Si, pero toman el titular y lo primero que advierten es que se establece que el Banco Central está 
facultado para divulgar la información sobre personas, empresas, instituciones contenidas en los registros, 
etcétera. Entonces, si lo publican en un diario de Argentina, esto nos generará un problema en el sistema 
financiero. En cambio, si la ley dijera: "Interprétase el artículo tal, de tal manera...", eso no es noticia de nada. 
Estamos interpretando una ley, inclinándonos a favor de la tesis de la doctrina mercantilista y rechazando la 
doctrina penalista que decía que esto era delito. 


Al tiempo de legislar sobre estos temas debemos ser sumamente precavidos. Se han ido sumando problemas 
en Uruguay que todos conocemos, que se están viviendo a diario. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Esto no necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, hacer 
una ley interpretativa es cuestión de esta Comisión y del plenario. 


SEÑOR PAIS.- Lo tengo claro. El tema es que como yo estuve en el lugar que están los señores 
Diputados del Encuentro Progresista en el Período pasado los comprendo y sé que si esto viene avalado 
por el Poder Ejecutivo será mucho más fácil lograr los acuerdos internos dentro de la mayoría de 
Gobierno. Lo viví en el quinquenio anterior y sé que les debe estar pasando lo mismo. Si se redacta acá, 
puede haber algún grupo o sector que plantee sus reparos; pero si viene con el apoyo del Poder 
Ejecutivo sé que es más fácil. De todas maneras, es correcto lo que dice el señor Diputado González 
Álvarez: no se necesita iniciativa del Poder Ejecutivo. De todas maneras, conviene que una ley de este 
tipo, que toca el secreto bancario, venga con iniciativa del Poder Ejecutivo. Esto es lo que creo, pero es 
una cuestión de la mayoría del Partido gobernante y no me meto en esos temas. 


Reitero que debemos ser cuidadosos con el secreto bancario. En los últimos meses, por determinadas 
iniciativas, se han ido sumando problemas a la sociedad uruguaya. La ley de cárceles -con buena intención o 
no- ha generado problemas en las instituciones de reclusión; la derogación de un decreto que prohibe las 
ocupaciones genera problema en otros lados; algunas manifestaciones del Ministro del Interior han habilitado 
-no seamos tan duros- o generado cortes de calles. Si ahora agregamos un problema de esta envergadura con 
el secreto bancario, sumamos un lío más en forma gratuita que se puede arreglar muy fácilmente. Con el 
mismo objetivo, podemos tratar un tema delicado con mayor cuidado y no generar inconvenientes en el 
sistema bancario que, por suerte, está funcionando adecuadamente y los depósitos están incrementándose 
mes a mes. 


Me sentiría en omisión si no prendiera una luz amarilla y no dijera que me parece que el Poder Ejecutivo 
tiene que recapacitar; hay que enviarle las palabras vertidas por el doctor Rippe. Como legislador, siento 
obligación de decir: "Cuidado con esto así como está redactado, porque con la mejor intención, como la ha 
habido en otras situaciones, se puede generar problemas importantes para la sociedad uruguaya". 


SEÑOR TAJAM.- Quisiera formular una pregunta relativa a Argentina. Me gustaría saber si existe 
una comparación internacional, en particular en la región. Tengo entendido que en Argentina hay una 
situación jurídica parecida, en la cual el conocimiento de los deudores que maneja una central de 
riesgo -parecida a la de Uruguay- se puede conocer hasta por Internet. Cuando se dice que esto podría 
ocasionar problemas en Argentina, me gustaría saber en qué marco está ese país. 


SEÑOR RIPPE.- Tanto en Argentina como en Chile nunca ha habido problemas de interpretación en 
cuanto a sus respectivas legislaciones. Ellos aclararon desde un principio que el secreto bancario cubre 
únicamente a las operaciones bancarias pasivas; por lo tanto, las activas nunca estuvieron incluidas. 
Acá el problema se dio por el mecanismo utilizado por el legislador en 1982, ya que la redacción final 
no fue acertada. Una cosa es que las operaciones bancarias pasivas estén protegidas por el secreto 
bancario, y esto no incluye las operaciones bancarias activas, y otra cosa es -en esto se fundamentan los 
penalistas- que el artículo 25 de este Decreto-Ley establezca que la información que reciban los bancos 
de sus clientes o sobre sus clientes es de tipo confidencial. Siempre hemos distinguido entre la 
información secreta que ampara las operaciones bancarias pasivas -por lo tanto no están cubiertas las 
activas- y la información recibida por los bancos sobre sus clientes bajo condición de confidencialidad, 
que es algo totalmente diferente. Entonces, eso llevó a que la doctrina penalista entendiera que todo 
tipo de información recibida de clientes o sobre clientes de los bancos estaba protegido por el secreto 
bancario, es decir que incluía tanto información sobre operaciones bancarias pasivas como operaciones 
bancarias activas. El tema fue de redacción. 


En la República Argentina nunca se discutió la información crediticia, tampoco en Chile, pero porque la ley 
es clara. Inclusive, a veces es más fácil levantar el secreto bancario en Argentina y en Chile que en la 
República Oriental del Uruguay. Nosotros restringimos esto estrictamente a la Justicia Penal y a la Justicia de 
Familia para pensiones alimenticias. Sin embargo, para los argentinos y chilenos alcanza con que un juez 
releve fundadamente el secreto bancario como para que den la información. 


Hay que tener mucho cuidado. Como técnico no me gusta meterme en asuntos políticos, pero voy a decir lo 
mismo que digo en clase, tanto en grado como en post-grado. Todas las leyes, y sobre todo en nuestro ámbito 
comercial, responden a situaciones económicas. Por lo tanto, hay que interpretar por qué se legisla de una 
determinada manera en el marco de un contexto económico determinado. Una cosa es el sistema financiero 
argentino o chileno y otra es el sistema financiero uruguayo, que como plaza financiera inserta entre dos 
gigantes, como son Argentina y Brasil, política y económicamente no está en la misma situación ni en las 
mismas condiciones de ninguno de estos dos países que acotan la estructura territorial de la República 
Oriental del Uruguay. Por eso soy muy cuidadoso con el secreto bancario y así por lo menos lo enseñamos. 
Somos prudentes porque hasta ahora al Uruguay le ha servido. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ (don Pablo).- Si no entendí mal, cuando el doctor Rippe hablaba de que 
en este momento se puede conocer el nombre de los deudores, es solamente sobre aquellos que hayan 
cometido faltas o incurrido en algún delito. ¿O se refiere a este caso concreto que planteamos de los 
deudores contumaces? 


SEÑOR RIPPE.- Si me aprietan un poco, digo lo siguiente. Obviamente, la central de riesgos 
crediticios maneja la situación de los deudores, las líneas de crédito, la forma de cumplimiento de los 
préstamos, etcétera. Por lo tanto, lo que se pretende es que todos los proveedores, no solo los bancos o 
las cooperativas, tengan acceso a esa información, sino también aquel que quiere dar un crédito a un 
cliente. No es razonable que esté en mejor posición un banco cuando da un préstamo de US$ 5.000 que 
un proveedor otorgando un crédito por US$ 50.000. Creo que ambos merecen la misma información. 
No discutimos esto, somos defensores acérrimos del acceso a la información crediticia. Lo que nos 
preocupa es que se difundan nombres de deudores por el solo hecho de hacerlo, porque eso es una 
sanción. Obviamente, una ley lo puede imponer; yo no digo que no lo pueda hacer, simplemente, digo 
que debe actuarse con cierta prudencia. Una cosa es que yo, proveedor, pueda acceder a la información 
bancaria o a la información del Banco Central sobre determinado cliente y otra cosa es que se difunda 
libre y gratuitamente el nombre de los deudores del sistema financiero. Eso es todo. Si quiero conseguir 
información tengo otros mecanismos, pero son mucho más complicados. ¿Cómo se sabe si alguien está 
embargado? Los bancos lo saben, pero los proveedores no. Hay que solicitar información a un registro 
nacional para saber si a determinada persona le ha recaído un embargo genérico. ¿Uno puede 
imaginarse la situación de un proveedor que, en la dinámica mercantil de los negocios, vaya a 
consultar a un registro para que le lleve sus días obtener información acerca de cuál es la situación de 
ese deudor en particular? Es complicado. Esa información sí la tiene el sistema financiero. Y no tengo 
la menor duda de que debe accederse a esa información o debe tenerse posibilidad de acceder. 
Inclusive, por las razones que comentó el señor Diputado. 


Hay que ser prudente en cuanto a difundir los nombres por el solo hecho de difundirlos, como una sanción de 
tipo cuasi pública. ¡Cuidado! No hablo de la difusión de las cuentas bancarias clausuradas, ni de las cuentas 
bancarias suspendidas, porque ahí el hecho es de tipo más bien delictual. En realidad, más de delictual, una 
cuenta clausurada o suspendida implica sanciones administrativas habilitadas al Banco Central del Uruguay 
en virtud del Decreto-Ley_N* 14.412 en materia de cheques. En este caso, el problema no es que yo deba o no 
deba sino que simplemente mi cuenta está clausurada o suspendida, porque al firmar un cheque afecté la fe 
pública, según lo establecido por la Ley de Cheques. Por eso dije que esto siempre debería haberse difundido. 


En cuanto a la central de riesgos, insisto que el argumento fue que esa información de los bancos está 
protegida por el secreto bancario. Eso es lo que hemos querido tratar de solucionar mediante una ley 
interpretativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego que se retire el doctor Rippe voy a hacer alguna consideración sobre el 
planteo del señor Diputado Pais respecto a vincular este tema y la intranquilidad que puede suscitar 
con otras cuestiones que están en la opinión pública. Lo rechazo totalmente. Si alguna crítica ha 
recibido el equipo económico es haber declarado desde un primer momento y desde antes del 1” de 
marzo, la seguridad del mantenimiento del secreto bancario en cuanto a proteger la información sobre 
fondos y valores que se encuentren depositados en el sistema financiero. Por lo tanto, no creo que 
pueda considerarse que este proyecto de ley lleve a alguna consideración debido a la lectura parcial de 
un artículo publicado en Buenos Aires. 


Luego de haber escuchado por segunda vez al doctor Rippe y por las consideraciones que hicieron algunos 
compañeros legisladores en el sentido de que no es necesario pensar en otro proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo, quisiera saber si podrían complementarse las dos ideas y en un artículo interpretar el 
artículo 25 del Decreto-Ley que institucionalizó el secreto bancario. 


Reitero que el Poder Ejecutivo entiende que es necesario otorgar una facultad expresa al Banco Central para 
dar este tipo de información -pues de alguna manera podría contradecir su Carta Orgánica si no existe este 
proyecto de ley-, dado que en la exposición de motivos insiste en que no alcanza con la simple interpretación 
del artículo 25. Creo que sería bueno -lo digo a título personal, ni siquiera lo hemos conversado con los 
compañeros de bancada- complementar las dos ideas: la necesidad de interpretar el artículo 25 y la necesidad 
del Banco Central de contar con una normativa que le permita realizar lo que entiende conveniente para su 
función bancocentralista y como reguladora del sistema financiero. 


SEÑOR RIPPE.- Definitivamente, los señores Diputados están en total libertad de integrar los textos. 
Eso no es un problema, es un tema de redacción. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Insisto en algunas preguntas. En primer lugar, entiendo lo que dice 
el doctor Rippe respecto a que hay que ser moderado, prudente. Son palabras muy lindas, pero tengo 
miedo que detrás de la moderación y de la prudencia desaparezca la trasparencia que quiero dar a las 
cosas. 


En segundo término, temo que con la interpretación que le quiere dar el doctor Rippe a través de la 
prudencia, generemos sectores privilegiados. Ahora son los bancos, después van a ser los proveedores. Pero, 
¿quién es proveedor? ¿El que está afiliado por ejemplo, a la Liga de Defensa Comercial, a CAMBADU? 
Entonces, en aras de la prudencia, de que no lo sepa todo el mundo por las razones que el doctor Rippe citó, 
temo que estemos creando sectores privilegiados. Hoy son los bancos los que tienen acceso a la información - 
lo que criticamos- y mañana una cámara empresarial. 


Por supuesto, no es suya sino nuestra la tarea de redactar proyectos de ley, pero quizás usted pueda elaborar 
un texto y acercarlo -en lo personal mucho se lo agradecería- donde establezca de qué manera podemos 
garantizar que va a haber total trasparencia y que toda aquella persona que quiera tener acceso a la 
información lo pueda hacer. Hoy puedo no ser un proveedor calificado pero me inicio en una tarea y luego 
me dicen que no estoy comprendido en esta ley porque, por ejemplo, se establece que tendrán derecho a la 
información los que están afiliados a una Cámara, etcétera. 


SEÑOR RIPPE.- No capto su idea y, si el señor Diputado me lo permite, nunca hubo intención de mi 
parte de reservar determinada información a determinados agentes económicos. Somos enemigos de 
los secretos y con eso digo todo. Pero uno entiende que en un sistema comercial, económico, tiene que 
haber secretos porque la propia Constitución de la República garantiza el secreto. Esa es la cuestión. 
Tenemos dos normas constitucionales que, a veces, hay que vincular porque parecerían o pudieran ser 
contradictorias. Por un lado, está todo lo relacionado con la libertad de comunicación, de información - 
esto se inscribe dentro de esa libertad de comunicación e información, -y esto se inscribe en el marco de 
un mercado ordenado o competitivo, transparente al que siempre apostamos- y por otro, tenemos otra 
norma constitucional que protege la intimidad privada de las personas. Y en los dos casos, ya sea para 
limitar el derecho a la información o para limitar el derecho a la intimidad, siempre se necesita una ley 
dictada por razones de interés general. Por lo tanto, tenemos dos principios de tipo constitucional; de 
alguna manera, ambos están contemplados y entran en equilibrio -o en desequilibrio solo en unos 
casos- en este tipo de legislaciones. En consecuencia, lo que hay que cuidar es que efectivamente toda 
persona tenga la posibilidad de acceder a determinada información. 


En cuanto a la prudencia, fue planteada de otra manera. Me parece que hay que cuidar la difusión por el solo 
hecho en sí. Otra cosa diferente es que se acceda a información que puede estar en Internet o en la página 
Web del Banco Central. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Perdóneme, pero soy corto en entendederas. No entiendo, porque 
aunque la información aparezca en Internet, es lo que yo deseo. 


SEÑOR RIPPE.- Una cosa es que usted acceda a información y otra es que en la prensa usted publique 
el nombre de los deudores, por los deudores mismos. Esa es la parte sancionatoria. Hay que tener 
cuidado, si eso es lo que se quiere. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si sale en Internet, cualquier periodista especializado lo puede 
publicar. 


SEÑOR RIPPE.- Es en cuanto a información crediticia. Quién prestó dinero, cuánto, en qué términos y 
condiciones; me pagaron o no me pagaron, estoy cumpliendo o no. Esa es la información que debería 
ser accesible. Esa es la información que debería ser accesible, y esto no tiene nombre y apellido. 


La idea es que todos los agentes económicos tengan la posibilidad de acceder. Sería prudente en cuanto a la 
libérrima difusión de la información por el solo hecho de difundirla. Si se tomaran nombres de deudores, se 
sentiría como una condena social, como una sanción pública por el solo hecho de ser deudor cuando la propia 
Constitución de la República establece límites con respecto a los deudores. 


Insisto: debe haber prudencia acerca de dar los nombres por dar los nombres mismos, porque esto no hace a 
la información crediticia, lo que hace a esta es lo otro. 


(Diálogos) 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El profesor sabe mejor que yo como es esto porque es abogado. Con 
este tema hace tiempo que estoy sufriendo, por lo tanto, ahora que, aparentemente, el Poder Ejecutivo 
tiene interés en que haya transparencia, no quiero desaprovechar la posibilidad. Tengo miedo de que si 
nosotros ponemos algún tipo de limitación pequeñísima, los abogados de las Salas de Abogados del 
BROU o del Banco Central, inmediatamente se prendan de esa limitación, y continuemos con un 
sistema parecido. 


Me preocupa lo que dice el doctor Rippe porque es una persona muy reconocida e, indudablemente, lo que 
señala queda en la versión taquigráfica y hoy o mañana lo podrán utilizar quienes quieran negar información. 
Entonces, si podemos, vamos a tratar de agregar a este proyecto elementos que otorguen más claridad y 
defensa a todo aquel que quiera saber algo. Tengo miedo de esto; por este motivo, sugiero que el doctor 
Rippe nos acerque alguna frase para incluir en esta iniciativa. 


SEÑOR MUJICA.- Quisiera saber qué entiende el doctor Rippe por un deudor contumaz. 


SEÑOR RIPPE.- No hay ninguna definición legal de deudor contumaz. Para el vulgo, deudor 
contumaz es aquel que no paga, es decir que reiteradamente no paga o deja de pagar, deuda tras 
deuda, obligación tras obligación, simplemente, no paga. Muchas veces escuchamos en la prensa que 
hace veinte años el BROU ha dado préstamos a personas, que no sabemos quiénes son, que nunca han 
pagado, que les refinanciamos. Utilizo el término "refinanciamos'" porque el BROU es el Banco del 
Estado y, en definitiva, sus pérdidas, recaen sobre la población en general. Según la prensa, el BROU 
ha refinanciado una y otra vez a cierto tipo de deudores que nunca pagaron. Quiero pensar que se 
refieren a estos casos cuando hablan de deudor contumaz. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Se podría llegar a una definición de ese tipo de deudor ya que afecta a todo el 
sistema crediticio? 


SEÑOR RIPPE.- Sí, se podría hacer, usando el lenguaje español preciso. 


Recuerden que hablamos de deudor contumaz cuando nos referimos a aquel que nunca tiene predisposición a 
pagar. Todos los Bancos tienen ese tipo de deudores, de pronto, el BROU más que ningún otro. 


SEÑOR POSADA.- Las reflexiones realizadas por el doctor Rippe son muy importantes para el 
trabajo que está llevando adelante esta Comisión. 


De hecho tenemos tres proyectos: uno que presentó el Poder Ejecutivo, el de quien habla y el del propio 
doctor Rippe. Por lo tanto, tendremos que trabajar sobre la integración de un único texto que ciertamente sea 
el que resulte una ley, que para nosotros también debe ser interpretativa. 


Con respecto al tema de la publicación de determinada lista de deudores, se pueden compartir plenamente las 
recomendaciones sobre prudencia que hizo el doctor Rippe. Ahora bien, al margen de que este no debería ser 
un tema de la ley, claro está que una ley interpretativa de las características que estamos mencionando, 
habilita a que las instituciones de intermediación financiera por sí puedan adoptar como parte de su política 
comercial, o como parte de su política en cuanto al tratamiento de determinados deudores, la publicación de 
los nombres de aquellos que indudablemente consideran que han incumplido en forma permanente con una 
manifiesta intención de no pagar. 


En el proyecto de ley tenemos que preservar los principios generales que establece la Constitución y, 
obviamente, la propia ley va a habilitar que el BROU y El Nuevo Banco Comercial puedan adoptar alguna 
decisión de la naturaleza planteada por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía y Finanzas en 
el sentido de hacer conocer una lista de deudores contumaces. Pero este no es el tema que debemos abordar 
como tal. 


Es importante destacar que una interpretación de la naturaleza de la que estamos conversando, claramente va 
a dejar habilitada la posibilidad de que, por razones de contralor legislativo, podamos solicitar información al 
BROU y también a El Nuevo Banco Comercial acerca de situaciones que querramos conocer en relación a la 
gestión de esos Bancos, relativa al otorgamiento de créditos, etcétera. Esto también queda habilitado en la 
medida que se excluya a las operaciones activas de lo que hasta ahora ha sido el criterio de incluirlas dentro 
del alcance del secreto bancario. 


Estos son aspectos que deberemos discutir en el seno de la Comisión. 


SEÑOR PÉREZ (don Pablo).- De acuerdo con lo que explica el profesor Rippe, inclusive por lo 
establecido en la ley vigente todas las instituciones de intermediación financiera tendrían que tener 
acceso a la información; no lo hacen por el predominio de la doctrina penalista. Esto está claro. 


Sigo teniendo dudas con respecto a lo siguiente. Se ha manejado la posibilidad de publicar la lista de los 
deudores, la utilización del término contumaz -que no tiene definición precisa-y, según mis conclusiones, 
aparentemente, se puede publicar el nombre de una persona que incurra en un delito o en una falta, pero no se 
puede nombrar una persona por más que haya incurrido en un delito si, por ejemplo, este es primario. No se 


puede publicar, pues está prohibido desde el punto de vista penal. Entonces, ¿en qué momento se puede hacer 
público el nombre de un deudor si por más que se tenga acceso a la información y se trate de una institución 
de intermediación financiera no se tiene derecho a publicar el nombre del deudor? Esto no puede quedar 
librado a la discrecionalidad de una persona; los Bancos utilizan formas de presión. La Entidad Tesis -para 
citar un ejemplo concreto- viola la ley cuando sistemáticamente llama por teléfono a las casas de los 
deudores, y al vecino, al padre, a la madre, al abuelo, al hijo o a la tía, les dice que está llamando porque hay 
un deudor que es Fulanito de Tal, etcétera. Incurre en una presión psicológica y esto podría ser un delito que 
significaría una denuncia, un juicio. Hay formas y formas de actuar. Entonces, ¿en qué medida el doctor 
Rippe ve el equilibrio entre el derecho a la información y el secreto que se debe guardar sobre determinadas 
operaciones de carácter financiero? ¿En qué momento se puede hacer pública la información? Está faltando 
configurar esa conducta como delictiva desde el punto de vista jurídico para que sea pasible de ser publicada 
y la población se entere. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Esta norma no debería ser pensada para el crédito en 
términos generales y también tendría que haber información acerca de quien tomó un crédito y no 
debe? ¿Puedo consultar al Banco sobre operaciones que estén al día? Si no, parecería que siempre 
estamos hablando del problema cuando en realidad -me gustaría que el doctor me lo confirme- se trata 
de regular la información sobre el crédito, no acerca de los deudores a los que hay que someter a 
sanción, publicando su nombre, etcétera. Esto se plantea en términos mucho más generales que 
escapan, o deberían escapar, a los objetivos del Gobierno, según se ha dicho, de mostrar el nombre de 
los deudores que, reitero, es una sanción como bien se señaló. Hay una gran insistencia y una gran 
presión pública para que se conozca el nombre de los deudores, pero lo que estamos regulando no es 
sobre ellos. Quisiera que se confirme si es así. 


SEÑOR RIPPE.- Es correcto. Lo que regulamos es sobre el crédito. Insistí mucho en la expresión 
"información crediticia", información sobre el crédito. 


Además, en este país no pagar no es un delito penal. La Constitución prohibe la prisión por deudas. En todo 
caso es un ilícito civil, según las circunstancias. Cuando alguien no cumple, lo embargarán y, de pronto, 
quedará en esa situación para toda la vida. Después, buscará otros mecanismos que permite el sistema para 
seguir trabajando aunque no sea a su nombre. Para eso están las sociedades anónimas, los presta nombres, 
etcétera. Esto pasa acá y en cualquier país del mundo. Hay un principio: hecha la ley, hecha la trampa; hay 
mecanismos de elusión que permiten que la persona pueda seguir operando en el sistema. 


Ahora, conjuntamente con dos colegas, estamos trabajando en un proyecto de ley sobre quiebras que 
presentamos hace unos cuantos años y que posiblemente en algún momento llegue al Parlamento. Es todo un 
tema. Algunos de nosotros pensamos que en materia de quiebra, hay que seguir una tónica que por ejemplo 
tiene la legislación anglosajona -Estados Unidos en particular- donde eso no constituye ningún ilícito penal ni 
civil: se quiebra y a otra cosa. Se liquida el activo de esa persona, se paga el pasivo y el deudor puede volver 
a trabajar. Claro que eso sucede en una economía como la de Estados Unidos donde puede haber miles de 
oportunidades para que a alguien le pueda ir mal o bien y para que tenga la posibilidad de seguir actuando en 
los negocios, pasando de un Estado a otro de la Unión Americana. Uno no sabe cómo podría funcionar eso en 
Uruguay pero, como decía, hay países en los que hay quiebras que no tienen ninguna consecuencia civil ni 
penal. Entonces uno puede decir: "Este negocio salió mal; permítaseme hacer otro negocio". Es un asunto de 
política legislativa en materia de deudores, como lo será en materia de bancarrota cuando oportunamente se 
analice el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar al otro punto sobre el que la Comisión desea conocer la 
opinión del catedrático de Derecho Comercial que nos honra con su presencia: "Libertad de Comercio 
y Preservación de la Libre Competencia". 


SEÑOR RIPPE.- Quiero aclarar que me complace que en algún momento se consideren opiniones 
mías, independientemente de que se tomen en cuenta o no a la hora de legislar. Para mí siempre ha sido 
muy grato colaborar con las Cámaras, porque siendo una persona que se ha formado en la 
Universidad de la República y ha cursado todos sus estudios en forma gratuita en este país, desde la 
escuela hasta la Universidad y los posgrados, lo mínimo que puedo hacer es colaborar, en la medida de 
lo posible, en algunos intentos para mejorar o perfeccionar nuestro sistema legal. 


Los señores Diputados saben que la iniciativa sobre "Libertad de Comercio y Preservación de la Libre 
Competencia", tiene como antecedente un proyecto de ley que elaboramos con un colega a pedido de la 
Comisión de Libertad de Comercio de la Cámara de Representantes en la Legislatura pasada. Ese proyecto 
tuvo distintas alternancias; en un momento logró la media sanción en la Cámara de Diputados, pero se llegó 
al cierre del período de Gobierno sin que fuera aprobado por la Cámara de Senadores, por lo que volvió a la 
primera. 


En este momento, si no me equivoco se vuelve a considerar en la Cámara de Representantes el mismo 
proyecto que tuvo media sanción en la Legislatura pasada y, además, tenemos una iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Sin perjuicio de que uno puede considerar que las Cámaras y el Poder Ejecutivo deberían trabajar 
en forma más estrecha y evitar duplicación de leyes o de proyectos de ley -más allá de que existan las 
mejores intenciones-, debo comentar por lo menos mínimamente -sin entrar en detalle- lo que observo en 
estas iniciativas, sobre todo, en la del Poder Ejecutivo. Y hablo de este Mensaje, porque el proyecto anterior 
tiene el aval de los Diputados que representan a diferentes sectores del sistema político y detrás de él hubo un 
esfuerzo de mucho tiempo en la Comisión de Libertad de Comercio durante la Legislatura pasada. Entonces, 
por lo menos amerita que ese proyecto sea considerado en forma particular y como referente. 


Lo que hace el Poder Ejecutivo es tomar exactamente el mismo proyecto de ley de la Legislatura pasada, que 
vuelve a presentarse en abril de este año en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, 
introduciéndole determinadas modificaciones; a ellas referiré en particular. 


Según los antecedentes y la exposición de motivos, aparentemente el Poder Ejecutivo pretende trabajar sobre 
el viejo proyecto, operando algunos cambios que entiende que mejoran la iniciativa original. En definitiva, la 
Comisión de Hacienda y luego el Plenario de la Cámara de Representantes decidirán si esas modificaciones 
mejoran o no el proyecto inicial. 


Ahora bien; yo observo las siguientes particularidades. Yendo de mayor a menor intensidad en la 
diferenciación de los proyectos hay un tema central que me preocupa y que es si en este país debe haber o no 
control previo en materia de fusiones y adquisiciones de empresas. Este es el tema que hace a la 
concentración empresarial. El proyecto original incluía disposiciones relativas al proceso de control previo de 
este tipo de mecanismos de concentración empresarial y no deja de ser, además, una solución que es bastante 
homogénea en los países de la región, porque a veces interesa saber cómo Uruguay se inserta en la región. 
Tanto en Argentina como en Brasil existen mecanismos de control previo en materia de fusión y adquisición 
de empresas. Sé que en la oportunidad pasada -se me podrá corregir- hubo discrepancias sobre si se debía 
incluir o no un sistema de control previo. Pero observo que en el proyecto se mantuvo ese capítulo en 
particular. 


Para nosotros el tema del control previo no deja de ser importante. No coincidimos con las soluciones a las 
que se llegó en la Legislatura pasada sobre el sistema de defensa de la competencia, entre tantos otros 
motivos -más allá de aplaudirlas, porque el país necesitaba un sistema de defensa de la competencia- por la 
forma en que legisló: tres artículos en la Ley de Urgencia l, dos artículos en la Ley de Presupuesto y un 
decreto reglamentario del Poder Ejecutivo. Esa no es forma de encaminar un sistema orgánico, integral de 
defensa de la competencia en el mercado. Las dos iniciativas actuales tienden a resolver esa problemática, 
dándole unicidad al sistema. 


En materia de concentración empresarial, el Poder Ejecutivo dice que elimina esta parte porque entiende que 
no es conveniente por el estadio de desarrollo de la economía nacional. O sea que no es un tema de legalidad, 
sino de oportunidad o conveniencia; no quiere decir que lo deseche hacia el futuro, sino hoy día. A su vez 
entiende que la Administración no debería participar en esta etapa de la mecánica de concentración 
empresarial. Sin embargo, el tema central para mí es el siguiente. Uno de los puntos que era atacable en el 
sistema anterior era el tema del monopolio. Nuestra legislación actual no lo regula y nosotros no somos 
partidarios del monopolio en un sistema que está basado en la libertad de industria y comercio. 


Precisamente, los artículos 7” y 36 de la Constitución de la República hacen referencia al principio de la 
libertad de industria y comercio, salvo que haya una ley especial o razones de interés general. Nosotros 
también sabemos que los monopolios de derecho pueden ser establecidos por el propio Parlamento nacional, 
que puede otorgarlos tanto para el sector público como para el sector privado de la economía, con la única 
diferencia de que se necesitan mayorías calificadas para votarlos. Pero acá no estamos en el campo del 
monopolio de derecho, sino en el del monopolio de hecho y nosotros somos contrarios a estos últimos. Si la 


propia economía permite que estos monopolios existan, estos se dan, porque hay posición dominante y no 
hay uso abusivo en el sistema monopólico. Es la propia economía la que dice que no pueden haber dos 
empresas en tal rama o sector. Cada vez que se produce un fenómeno de concentración empresarial, de fusión 
o de adquisición de empresas, nos parece que es sano que haya un organismo que controle y tenga la 
posibilidad de aceptar o no tal monopolio de hecho. ¿Por qué? Porque nos basamos en el principio de libertad 
de industria y comercio; entonces, ¿por qué permitir la consolidación de monopolios? ¿Por qué no podemos 
hacer como Brasil o Argentina? Argentina inhibió la formación de monopolios, o determinó exigencias 
previas en materia de fusión de empresas, a partir de 1999, pero en Brasil esto pasó históricamente, desde 
épocas pretéritas. Todo esto tiene una filosofía; Brasil siguió la línea de los Estados Unidos que tiene una ley 
antimonopólica aproximadamente desde 1893, conocida como Ley Sherman. En la década del 60, durante el 
siglo pasado, Brasil tomó como modelo el sistema anglosajón de inhibición de los monopolios, con 
autorizaciones previas y con la posibilidad de disociar cuando se produce una fusión que se entiende que no 
es sana para la economía. Argentina, en cambio, siguió el modelo europeo en materia de monopolios y optó 
por sancionar determinadas conductas. Ya preveía el combate al monopolio desde el año 1957, pero recién lo 
hizo efectivo la Unión Europea en 1988 y la razón fue la siguiente. 


Después de la Segunda Guerra Mundial, Europa tenía que competir con los gigantes americanos y entendió 
que la única forma era permitiendo la creación de economías de escala, de manera de entrar en un proceso de 
competencia sobre ciertas igualdades de oportunidad. De no ser así, no había forma de competir con la 
formidable infraestructura económica, comercial o industrial de los Estados Unidos. Entonces, Europa 
sancionó conscientemente primero ciertas prácticas y luego, cuando ya tuvo economías de escala, hizo 
efectivo el control de los monopolios en la Unión Europea a través de determinados reglamentos. 


Recién en 1999 Argentina tomó el modelo anglosajón de combate de los monopolios, pero a raíz de un 
problema de hecho, que tengo que recordar para que se tenga una idea de la situación. 


Argentina recién reaccionó, durante la Administración Menem, cuando se produjo la adquisición de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales por parte del gigante español Repsol. Recién entonces, se encontraron con 
que en la legislación argentina de defensa de la competencia no había normas para ese tipo de fenómenos 
económicos. Entonces, la respuesta argentina fue posterior a las circunstancias de hecho. En tanto Brasil fue 
mucho más preventivo porque, insisto, hace más de 40 años adoptó ese sistema. 


En Uruguay hemos visto casos en la práctica profesional donde se dieron ciertos fenómenos de adquisición o 
de fusión de empresas que tomaron estado público. En su momento, la prensa le dedicó mucha atención a 
este tema, cuando determinada industria brasileña y argentina tomó posición en el mercado uruguayo. Este 
tema aparece en la Dirección General de Comercio, pero no existe un área de defensa de la competencia; la 
tiene Dirección de Comercio Exterior, Zona Franca, Relaciones de Consumo, pero no existe un área 
específica. 


Por distintas consultas profesionales que me realizaron, tengo entendido que el Estado uruguayo, o la 
Dirección General de Comercio de aquel momento, entendió que no tenía ningún tipo de instrumento legal 
para prevenir, estudiar e investigar ese fenómeno que se había producido en nuestro país, en una industria 
específica que, prácticamente, absorbía cerca del 94% del mercado nacional. Obviamente, las empresas 
brasileñas y argentinas entraron al sistema y tuvieron que someterse al sistema de control de defensa de la 
competencia, tanto en Brasil como en Argentina. En Uruguay no hubo ninguna posibilidad al respecto, y la 
razón que se dio fue que no se tenían instrumentos. De todas formas, de haber tenido los instrumentos no sé 
si se hubiera podido evitar la situación o, por lo menos, estudiar, ponderar y matizar el tema. 


En lo personal, no veo razones económicas suficientes como para eliminar todo un capítulo vinculado con la 
adquisición y fusión de empresas; no lo entiendo. Conozco las razones porque están en la fundamentación del 
proyecto de ley; se compartirán o no. Simplemente, digo lo que pasó en este país. Por más que nuestro país 
tenga una pequeña economía, no creo que queramos promover los monopolios, ni que se realicen libremente 
fusiones y adquisiciones de empresas. Además, no creo que en este país se pretenda que, por ejemplo, 
empresas extranjeras adquieran libremente empresas nacionales por el solo hecho de adquirirlas, sin que 
exista por lo menos un mecanismo preventivo que analice y estudie -dentro de plazos razonables, como se 
prevé en las iniciativas originales- si eso es, o no, adecuado, necesario o conveniente para la economía 
nacional. Entonces, acá hay un tema que no solo es técnico sino también político: ¿tengo que prevenir o no el 
fenómeno? ¿Tengo que dar al Estado o al órgano estatal de aplicación de la normativa de defensa de la 


competencia instrumentos para que estudie la situación, o deberé enfrentar el hecho consumado y recién 
después veré que hago para prevenir sus efectos si estos fueren nefastos para la economía nacional? 


En lo personal, no tengo argumentos. Puedo entender los del Poder Ejecutivo pero no los comparto porque 
considero que el Estado debe tener cierto tipo de mecanismos, de instrumentos como para aplicar sus 
soluciones económicas nacionales. 


Este es un tema central, que se advierte simplemente haciendo una comparación literal de los dos proyectos. 
No se trata de que uno mejore al otro, sino que simplemente uno incluye un sistema preventivo y el otro lo 
elimina; está totalmente vacío de contenidos. No tengo nada que comparar porque simplemente se eliminó. 
Los señores Diputados valorarán la conveniencia, o no, de incluir un sistema preventivo. Si se me pregunta al 
respecto, ya lo dije: entiendo que es conveniente. Más aún: creo que es sano y necesario. Este es el primer 
tema que salta a la vista por eso lo considero central. 


Un segundo aspecto que salta a la vista es que hay una redacción parcialmente diferente sobre las conductas, 
las prácticas o los actos que se entienden contrarios al sistema de defensa de la competencia. No es 
necesariamente compatible un tipo de solución del Poder Ejecutivo con otra planteada a través de la iniciativa 
de los señores Diputados. Siempre hemos visto que si el principio general es el mismo, y luce como que 
puede ser el mismo, la diferencia está en la casuística. Pero hay que tomar en cuenta que en la casuística 
siempre son meros ejemplos. En Europa, en Brasil, en Argentina, en el Protocolo de Defensa de la 
Competencia del MERCOSUR, son ejemplos notorios y notables de actos que se puedan entender contrarios 
a la libertad de competencia del mercado. Y no son de tipo taxativo sino meramente ejemplificantes. 
Entonces, sacar de un lado o poner en otro y no poner allá, también es un acto de discrecionalidad de los 
señores Diputados, porque siempre se ha entendido que los casos específicos no son taxativos, sino que son 
meros ejemplos de conductas que deben ser reprimidas. Esto solo se puede entender, siempre y cuando 
dichos actos lo sean, en tanto y en cuanto, impliquen infracción a la cláusula general en materia de libertad o 
de defensa de la competencia. 


Si hay una disposición general que prohibe determinadas conductas o actos y doy ejemplos, queda claro -en 
todos los sistemas esto queda claro- que esa casuística se da siempre y cuando a su vez esos actos se inserten 
en un sistema de infracción a las disposiciones generales en materia de prácticas prohibidas. El hecho aislado 
en sí mismo no es suficiente para calificar que un acto sea contrario a la libertad de competencia. Por 
ejemplo, fijar precios u otras condiciones de mercado, en sí mismo no es un acto contrario al sistema de 
defensa de la competencia; lo es siempre y cuando implique una infracción al sistema general y, sobre todo, 
cuando hay abuso en el ejercicio de esa práctica. 


Siempre me ha preocupado un tema que me fue planteado históricamente: por ejemplo en un sistema de 
distribución de productos en el mercado, ¿qué pasa con los contratos o con los acuerdos de distribución? ¿Se 
consideran, o no, prácticas prohibidas? Nosotros decimos siempre esto: en ningún país es una práctica 
prohibida. Y empecemos por el modelo que aplica la Unión Europea, que es el que tomó la legislación 
uruguaya proyectada. Claro, es un modelo que arrastra a Europa desde 1957; los artículos 85 y 86 del Tratado 
de Roma ya tenían tal previsión. Por ejemplo, en los acuerdos de distribución en Europa, en los contratos, se 
establece: concedente/concesionario, distribuidor/distribuido, proponente/agente, franquiciante/franquicia. En 
todos los países europeos estos contratos siempre han sido permitidos. Ellos elaboraron un reglamento 
especial -hace décadas- por el que se permite con mucha libertad la distribución de todos los productos en 
territorios. A nadie puede llamarle la atención que en Europa se admita la exclusividad y se establezcan zonas 
de exclusión. Lo que no se admite es, por ejemplo, la imposición de precios de reventa, pero sí se permite 
realizar ese tipo de contrato, establecer cláusulas exclusivas, zonas, y otras condiciones. Todo esto está 
permitido en la Unión Europea, porque desde un principio se apuntó a favorecer todos los sistemas de 
producción y de distribución de los productos y servicios. Todo aquello que beneficie a la producción y a la 
distribución está permitido. 


En Uruguay siempre he dicho que estos contratos son válidos, legítimos y lícitos. No tenemos un sistema 
legal de tutela de este tipo de contratos como tampoco lo tenemos en materia, por ejemplo, de contratos 
tecnológicos, donde aparecen cláusulas que pueden ser eventualmente impeditivas de la libre competencia, 
pero estos actos tienen cierta legitimidad en tanto no se hagan en contra o cometiendo infracción del 
principio general sobre las prácticas prohibidas. 


Debe quedar claro que los casos concretos no valen por sí mismos sino en tanto y en cuanto respondan a la 
cláusula general, o sea, si no se trata de hechos abusivos, etcétera. Tiene que darse alguna circunstancia que 
impida la libre competencia de los agentes económicos. 


Por tanto, a nuestro criterio estos contratos son ciento por ciento válidos y también lo son en Europa que tiene 
más de cincuenta años de experiencia en este tipo de contrataciones. Estos son los dos grandes conceptos de 
sustancia, que quise manejar; los otros son más de forma. 


Por ejemplo, si el Poder Ejecutivo toma un artículo del proyecto de ley elaborado por los señores Diputados y 
luego otro artículo que estaba separado y lo integra en una cláusula única, se trata de un problema de 
redacción. Cuando se observa que no hay afectación de la libertad de competencia bajo determinadas 
características y proponemos un artículo específico en la materia, el Poder Ejecutivo lo saca de un lado y lo 
pone en otro. Entonces, es un tema de redacción que me excede; pienso que las redacciones deben ser lo más 
claras, objetivas y técnicas posible. 


Me permito decir que el proyecto de ley del Poder Ejecutivo incluye muchas soluciones de tipo economicista; 
esto me parece correcto, siempre y cuando la redacción sea clara desde el punto de vista de la técnica 
jurídica. No sé si en la elaboración de la iniciativa del Poder Ejecutivo trabajó, o no, algún abogado. Lo digo 
porque los elementos que allí se incluyen son fundamentalmente economicistas y no jurídicos. Por tanto, se 
trata de un tema de redacción. 


Otro problema que observo es lo relativo al procedimiento que lleve a la investigación y a la eventual sanción 
de una conducta. En este sentido, la iniciativa del Poder Ejecutivo prácticamente elimina partes 
fundamentales del proceso. Este es un tema de técnica legislativa. Cuando se elaboró el proyecto original, 
que compartió la Comisión de Industria, Energía y Minería en la Legislatura pasada, se entendió que era 
conveniente que todo lo que hace al proceso administrativo de denuncia, investigación y eventual sanción, se 
establezca en la ley y no en un decreto reglamentario. Aparentemente, el Poder Ejecutivo se estaría 
reservando toda la parte procedimental para un decreto reglamentario. 


Voy a hacer una reflexión a título personal. No me gusta que se le dé a ningún Poder Ejecutivo un cheque en 
blanco. Es muy fácil decir: "yo hago esto y que la reglamentación se ocupe de esto otro". A veces hay que 
reflexionar si tiene sentido que sea la reglamentación la que resuelva ciertos temas o si se debe establecer en 
la ley. La ley da certezas; una reglamentación del Poder Ejecutivo se puede cambiar en cualquier momento. 
Una ley implica que es legislador quien toma la decisión política de cómo legislar. En cualquier sistema legal 
de defensa de la competencia me parece importante la parte procedimental. Por eso observo que en la 
iniciativa del Poder Ejecutivo se ha optado por reducir o sistematizar todo este sistema procedimental, que en 
el otro proyecto está particularmente desarrollado. 


Por otra parte, hay temas en los que a veces se hace difícil entender por qué se utilizan ciertas expresiones. 
Por ejemplo, desde el artículo 1” de este proyecto de ley se dice que el sistema es para beneficiar a los 
consumidores o usuarios de bienes y servicios. Con toda franqueza y modestia digo que el sistema de defensa 
de la competencia apunta a consumidores o usuarios solo indirectamente. La ley que apunta a consumidores 
o usuarios es la ley de protección al consumidor. En definitiva, bien o mal -y creo que algún día habrá que 
modificarla- es la ley de relaciones de consumo. El sistema de defensa de la competencia procura un mercado 
sano, transparente y competitivo, preservando reglas de juego claras para las empresas que compiten en el 
mercado, sean públicas o privadas, nacionales o extranjeras, con o sin fines de lucro. El consumidor o usuario 
es un destinatario final muy indirecto del sistema de defensa de la competencia. En lo personal, creo que el 
proyecto de la Comisión de la Cámara de Diputados apunta más a un sistema de defensa de la competencia 
que lo que hace el proyecto del Poder Ejecutivo. Este tema se podrá discutir, o no; si se quieren utilizar 
ciertas palabras en un proyecto, es un tema del legislador. 


Hay otros temas de detalle. Debemos observar hasta qué punto es un proyecto de tipo economicista. Cuando 
se habló del Tribunal de Defensa de la Competencia, entendimos de origen que, por lo menos, hubiera un 
abogado y un contador o economista. El Poder Ejecutivo elimina la expresión "contador público". No quiero 
interferir en temas vinculados con prácticas profesionales, pero si fuera contador público, miembro del 
Colegio de Contadores, Administradores y Economistas del Uruguay, me preocuparía por saber por qué me 
eliminaron de un proyecto, qué tengo de malo como contador público para integrar -al igual que un 
economista- un Tribunal de Defensa a la Competencia. Esto no me corresponde a mí; no soy defensor 
corporativo, pero necesariamente entiendo que hay cosas que no parecen razonables. 


Por ejemplo, está el tema de la prescripción de cuatro o cinco años: el proyecto de la Cámara de Diputados 
establece cuatro años y el del Poder Ejecutivo cinco años. ¿Por qué, en su momento, tomamos cuatro años de 
prescripción? Porque cuatro años es la prescripción de la responsabilidad civil extracontractual. Se trata de la 
responsabilidad del artículo 1319 del Código Civil, responsabilidad por hecho de una persona no vinculada 
contractualmente con otra: por ejemplo, un accidente de tránsito, un acto de competencia desleal. En ese 
caso, la prescripción es de cuatro años. Lo único que recuerdo que tenga cinco años de prescripción son los 
tributos. Normalmente son cuatro años de prescripción, ¿por qué cinco? Yo no tengo explicación. Yo puedo 
explicar por qué en el proyecto pusimos ciertas cosas, pero no puedo explicar por qué el legislador establece 
que sean cinco años de prescripción en lugar de cuatro años; ¿por qué un economista sirve y un contador 
público no? No tengo capacidad para siquiera permitirme percibir cuál es la razón. 


Otro tema de redacción es dónde incluimos las medidas cautelares o las medidas preparatorias en materia de 
defensa de la competencia cuando le damos atribuciones al Poder Judicial. En el proyecto de los Diputados 
hay artículos específicos vinculados este tema; en el proyecto del Poder Ejecutivo fueron cambiados de lugar. 
¿Por qué pasaron a otro lugar? No puedo explicarlo. El otro sistema tenía cierta organicidad; en este caso, no 
encuentro la explicación de por qué lo que estaba puesto acá hoy pasa a otro lado. No tengo elementos para 
decirlo. Me temo que es un tema de redacción y quienes están en mejores condiciones de discutirlo con el 
Poder Ejecutivo son los señores Diputados, si así correspondiere. 


En resume, más allá de los temas de redacción -si esto va acá o allá, si esto lo ponemos, o no-, me parece 
importante destacar determinados temas centrales: establecer, o no, el control previo de los monopolios; que 
solo son actos de competencia prohibida en tanto y en cuanto impliquen infracción a la cláusula general en 
materia de prácticas prohibidas, independientemente de su casuística; establecer si se incluye en este 
proyecto de ley normas procedimentales con mayor detalle o bien si debe recurrirse a una versión 
simplificada de la iniciativa y dejar esto librado a la reglamentación. Son temas importantes que hay que 
considerar. Los temas relativos al economista o contador público y la prescripción de cuatro o cinco años son 
de detalle. 


El proyecto del Poder Ejecutivo tiene muchos elementos de tipo economicista; en cuanto a los otros 
elementos, no tengo razones para decir cuál fue el fundamento. 


SEÑOR POSADA.- El doctor Rippe puso como uno de los temas centrales las diferencias que existen 
entre el proyecto que firmamos varios legisladores -que en realidad recoge el proyecto que aprobó la 
Cámara de Representantes en el Período pasado que elevara la Comisión Especial, contando con el 
apoyo del doctor Rippe, quien lo elaboró- y el del Poder Ejecutivo. 


El doctor Rippe señalaba que el tema de hacer el control previo, o no, era sustancial, y también lo fue en la 
Legislatura pasada. Cuando este tema se analizó en el seno de la Comisión, allí estuvieron centradas las 
principales objeciones que realizó entonces el Poder Ejecutivo. Recuerdo que en representación del Poder 
Ejecutivo, manifestando una posición contraria al control previo, participaron de la Comisión la economista 
Fanny Trilesinsky y la doctora Eva Holz; por razones de oportunidad, ellas sostenían la tesis de que no 
hubiera control. Este fue un tema largamente debatido en el seno de la Comisión, sobre el cual la mayoría 
arribó a la decisión de mantener el control previo como una cuestión fundamental para ingresar en el tema de 
defensa de la competencia, cuando en el país los antecedentes son bastantes débiles. Y se consideró así 
porque, entre otras cosas, entendió plenamente compartibles muchos de los argumentos que el doctor Rippe 
había manifestado acá. 


Recién se hacía referencia a la situación que vive el mercado cervecero en el país; todos la conocemos porque 
hay un monopolio de hecho. Si no hay control previo y se da una situación de esas características, de fusiones 
que generan un monopolio de hecho, en el proyecto del Poder Ejecutivo, ¿cuál es el mecanismo que permite 
revertir una situación de esa naturaleza? Porque si no hay control previo, dictamos normas que perfectamente 
pueden definir una determinada situación, pero en todo caso representan una serie de buenas intenciones que 
en la práctica no se verán planteadas. ¿Cuáles serían las consecuencias que esto puede generar al Estado? 


Entiendo que este es un tema medular. Y la pregunta que planteo al doctor Rippe es, dentro de la óptica del 
proyecto que presenta el Poder Ejecutivo, qué pasa cuando se da una situación de hecho en la medida en que 
no hay un control previo que haya analizado la posibilidad de autorizar o delegar una función de esa 
naturaleza. Creo que tenemos el ejemplo de lo que pasó; acá no había legislación al respecto, pero sí 


podemos retrotraernos a esa situación en uno y otro caso -si hubiera existido control previo o no- para ver 
cómo se genera la aplicación de uno y otro proyecto de ley. 


SEÑOR CARDOSO.- El Diputado Posada avanza sobre la primera cuestión de fondo que planteó el 
doctor Rippe; y yo le quiero preguntar acerca del segundo tema de fondo relacionado con los contratos 
de distribución. 


Me consta que al doctor Rippe le han planteado algún requerimiento sobre la redacción del artículo 4*. ¿El 
artículo 4” debería ser mejorado o perfeccionado en su redacción para asegurar -como explicó el doctor 
Rippe- que lo que pasa en Europa debería pasar aquí también y funcione efectivamente? 


SEÑOR RIPPE.- Con respecto a la primera pregunta, debo decir que si yo, Poder Ejecutivo -autoridad 
pública- tengo control previo, puede determinar si es conveniente, o no, si amerita, o no, tal proceso de 
concentración empresarial. Y yo ya tengo una definición. De pronto puedo llegar a la conclusión de que 
esto efectivamente afecta la libertad de comercio, tiende a impedir el acceso de nuevos competidores al 
mercado o implica que no podrán competir libremente en el mercado distintos agentes económicos. En 
este caso, yo puedo decir que no autorizo este tipo de negocio. Entonces, el negocio no se hace, el 
monopolio no se produce y tampoco se produce la fusión o adquisición de la empresa. Así, las empresas 
van a seguir actuando en un marco de libertad de competencia. 


Si yo no tengo control previo, tengo un hecho consumado. Ese es el punto: el hecho está consumado. Mi 
sistema legal habilitó la formación de monopolios de hecho porque no los reprimió y yo no puedo sancionar a 
posteriori lo que yo no previne, teniendo oportunidad de hacerlo. ¿Qué puedo hacer a posteriori? Tengo que 
ver si eso, de pronto, afecta la posibilidad de que otros agentes económicos se introduzcan en el mercado, 
pero no por el hecho del monopolio. El monopolio no tiene marcha atrás. No veo cómo puedo yo hacer cesar 
el monopolio en estas circunstancias; sería todo un tema que excedería las atribuciones de cualquier órgano 
estatal y solo generaría conflicto. Pero el conflicto se hubiera podido prevenir. ¿Por qué? Porque si tengo un 
sistema de control previo, se establece un plazo dentro del cual la Administración debe pronunciarse. Si a los 
treinta, cuarenta o cuarenta y cinco días la Administración no se pronuncia, la fusión o la adquisición se 
puede hacer. O sea que el Poder Ejecutivo, a través del Tribunal de Defensa de la Competencia, si tiene 
control previo tiene la posibilidad de pronunciarse en contra de eso; si no lo hace en un plazo determinado, lo 
está avalando. Por otro lado, si se pronuncia en contra de esa posibilidad de negociar, las partes siempre van a 
tener la alternativa de recurrir. En la ley -lo digamos o no- tenemos un sistema de recursos administrativos. 


Voy a hacer un paréntesis. Nosotros tenemos un sistema constitucional basado en que todos los actos 
administrativos son recurribles, porque así lo establece el artículo 317 de la Constitución. Por lo tanto, tengo 
recursos de revocación, tengo recursos jerárquicos en subsidio y, además, el acto administrativo puede ser 
revisado en sede contencioso-administrativa por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por lo tanto, 
no tengo autoridad del Poder Judicial para intervenir en este tipo de circunstancias. En otros países, el 
sistema no es constitucional recursivo contra actos administrativos. Entonces, por ejemplo, los actos del 
Tribunal de Defensa de la Competencia en la República Argentina son recurribles ante el Poder Judicial. En 
Uruguay esto no es posible. Por lo tanto, hay una vía recursiva: si se rechaza una fusión por parte del Estado, 
puede el Tribunal de lo Contencioso Administrativo siempre revisarlo. 


Veo enormes dificultades para hacer cesar una situación que yo no tuve oportunidad de impedir antes. 
Tendría que probar hechos posteriores para decir: cese esta relación. No digo imposible, pero jurídicamente 
es muy difícil. 


En cuanto a la segunda pregunta, tal vez, para aventar toda posibilidad de que se entienda que ciertos 
contratos podrían caer en este sistema, haya que buscar algún tipo de redacción que impida interpretar cierto 
tipo de contratos como prácticas prohibidas. Habría que estudiar un poco más, pero en la práctica con una 
normativa exactamente igual, todo el mundo entiende lo mismo. ¡Claro! ¿Saben qué ocurre? En Uruguay 
puede haber un temor. Como Uruguay no tiene demasiada práctica en ciertas cosas y luego va a quedar en 
manos de la Administración, si la redacción de una ley no es clara a veces puede haber dudas que la autoridad 
administrativa interprete o aplique una norma, en el mejor de los casos, a su sano criterio. 


¿Pero qué pasa con la Administración? Tiene lo que se llama el margen de discrecionalidad. El administrador 
público no puede actuar con arbitrariedad pero tiene discrecionalidad. A veces está en un filo de la navaja: 
discrecionalidad y arbitrariedad, pero el solo hecho de que pueda haber discrecionalidad da un margen 
importante para interpretar una norma jurídica. Si la ley es clara, quizás el intérprete que es el Poder 
Ejecutivo no tiene chance de malinterpretar la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración previa. A solicitud del señor Diputado Posada 
fui uno de los firmantes de este nuevo proyecto. Cuando lo hice le aclaré que luego de haberlo leído 
consideraba que había alguna dificultad de redacción y que en oportunidad de la discusión iba a 
introducir alguna modificación, porque tenía alguna objeción precisamente en temas que el doctor 
Rippe acaba de tocar. Firmé para facilitar el trámite parlamentario, aunque lo podría haber 
presentado el señor Diputado Posada. 


Uno de los ejemplos que cité respecto al control previo, era el tema de lo que pasó en Montevideo con el 
canal cable. No fue necesaria una fusión previa de la empresa y, sin embargo, las prácticas de quienes 
manejaron el tema fueron las que violaron el principio de la libertad de competencia. 


Todo el razonamiento que con su capacidad de catedrático nos acaba de exponer el profesor Rippe en 
relación a los dos puntos considerados que nos hacen ver que cada una de las conductas enumeradas en el 
artículo 4” deben ser consideradas no válidas solo si violan el principio general de la libertad de competencia, 
son los argumentos que yo tomo para mantener la redacción dada por el Poder Ejecutivo. 


Con respecto al control previo, nuestro país está inmerso -él hablaba de por qué en la Unión Europea había 
tomado ese tema para enfrentar a los Estados Unidos- en una región en donde tenemos dos monstruos 
enormes. El ejemplo que se citó quizás como negativo de la industria cervecera, lo tomo al revés, como 
positivo, acerca de cómo en un mercado donde no existe una economía de escala importante, se pudo 
establecer y mantener una fuente de trabajo basada en esa fusión de empresas. 


Entiendo que se constituya un monopolio, por el razonamiento esgrimido por el doctor Rippe respecto a las 
conductas y que estas solamente deben considerarse no válidas si violan el principio de la libertad de 
competencia. Me parece que las fusiones que podrían llevar a monopolios deberían considerarse válidas 
siempre y cuando no sean violatorias. No deberían ser limitadas previamente sino por las conductas que estas 
ejerzan. Citaba el caso del canal cable en que las conductas de quienes sin haberse fusionado anteriormente, 
lo hicieron en ese momento a través de la práctica. 


Quisiera hacer una aclaración a los integrantes de la Comisión y en particular al doctor Rippe. En este tema 
intervinieron asesorías jurídicas del más alto nivel. No sé si el doctor Rippe la tiene, pero los señores 
Diputados cuentan con una versión del proyecto de ley del Ejecutivo antes de que pasara por esa asesoría 
jurídica que le realizó las últimas modificaciones. Lo que figuraba en el comparativo como columna dos era 
el proyecto del Poder Ejecutivo sin los aportes que tuvo de la asesoría jurídica. Quizás la tuvo antes a nivel 
del Ministerio, pero esta asesoría supera a la del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR RIPPE.- No lo sabía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No había tomado en consideración la reivindicación que vamos a elevar 
conjuntamente los contadores de haber sido en principio excluidos, porque queda un miembro más que 
también podía ser contador. 


SEÑOR TAJAM.- Mi inquietud es sobre los artículos 2 y 3. El artículo 2 habla del principio general y 
establece: "Todos los sectores de mercado estarán regidos por los principios y reglas de la libre 
competencia,[...]". No hay una referencia explícita a cuáles son los principios y reglas de la libre 
competencia, más allá de que se pueda decir todo aquello que no prohibe esta ley. Parecería que esa 
definición queda circunscripta solamente a eso y deja un campo enorme en cuanto a las definiciones. 


El artículo 3” que refiere al ámbito subjetivo dice: "Están obligadas a regirse por los principios y reglas de la 
libre competencia todas las personas físicas y jurídicas, públicas y privadas, [...]". Entonces, hay que tener en 
cuenta a qué nivel estamos considerando a todas las personas públicas -incluidos los monopolios públicos- 


con una definición cuyos alcances, dada su generalidad -no soy especialista jurídico ni abogado-, pueden 
llegar a ser insospechados. 


La otra inquietud que tengo tiene que ver con lo señalado por el doctor Rippe en cuanto a los aspectos 
economicistas que contiene el proyecto, algunos de los cuales comparto. Cuando el artículo 2” establece que 
a efectos de valorar su legitimidad o ilegitimidad el órgano de aplicación podrá tomar en cuenta si esas 
prácticas, conductas o recomendaciones generan ganancias, deficiencia económica de los sujetos, unidad 
económica y empresas involucradas, la posibilidad de obtener las mismas a través de formas alternativas y el 
beneficio que se traslada a los consumidores. Esto da un marco que a mi juicio resulta difícil de cuantificar o 
establecer. 


SEÑOR RIPPE.- Cuando se habla de los principios y reglas de la libre competencia, se está refiriendo 
en primer lugar, al principio constitucional de la libertad de competencia y en segundo término, a los 
principios y reglas previstos en la propia normativa sobre defensa de la competencia. Entiendo que eso 
se debe interpretar en función de lo que dice la legislación de defensa de la competencia. Es allí donde 
están los principios y reglas. 


Es correcto cuando se refiere a empresas públicas o privadas. Esto ya es así, hoy día así funcionan. Acá hay 
empresas públicas que tienen monopolio otorgado por ley, la Constitución lo permite y esta iniciativa en mi 
opinión no puede impedir que continúe ese monopolio. Para poder dejar sin efecto el monopolio se 
necesitaría una ley como se hizo con el seguro. Quiere decir que cuando la empresa pública compite en el 
mercado también tiene que ajustar su conducta a estos principios y reglas de la competencia, lo que ya está 
dicho en el artículo 13 de la Ley N* 17.243, la primera ley de urgencia. Seguramente tomaron ese concepto. 
Mejoraron la redacción, pero ya lo habíamos hecho nosotros, lo que no es un halago para nosotros, 
simplemente sucede que en el sistema actual del Uruguay se habla de toda empresa pública o privada, 
etcétera. En el derecho uruguayo las empresas no son sujetos de derecho, lo son las personas físicas o 
jurídicas, estén o no organizadas como empresa. Se dice que son los sujetos de derecho los que están 
obligados a cumplir los principios y reglas de la libre competencia, como lo dice el resto de las legislaciones 
nacionales conocidas. 


Por lo tanto, respecto a la primera pregunta es así, eso es lo que está planteado en la legislación actual si se 
quiere que todas las empresas compitan teniendo o no monopolio en el marco del sistema de defensa de la 
competencia. No es novedoso. Insisto: si ese monopolio es de derecho no puede ser atacado por este 
proyecto. Tal vez algún día Uruguay, quizás en el proceso de integración regional, enfrente el problema de 
los monopolios nacionales en un marco integrado. Pero en Europa hay países que siguen teniendo 
monopolios porque la legislación así lo habilita. Es decir que no hay que temer que un monopolio estatal 
quede afectado por una normativa de este tipo. 


La segunda cuestión es que en el proyecto original habíamos establecido -así está en el de los señores 
Diputados- qué es ganancias de eficiencia como una forma de salvaguardar posibilidades de no aplicar el 
sistema de defensa de la competencia a aquellos actos que impliquen determinados beneficios, ventajas, es 
decir, permitan superar determinado tipo de situaciones en beneficio de la economía en general, incluyendo a 
usuarios y a consumidores de bienes y servicios. Lo que ocurre es que el Poder Ejecutivo borró el artículo e 
incorporó parte de las normas a esa disposición. Son esos temas que uno se pregunta por qué no se optó por 
el sistema anterior, por qué se mezcló. A veces cuando se mezcla el artículo se corre el riesgo de interpretarlo 
erróneamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha tenido mucho gusto en escuchar al doctor Rippe, y en el 
transcurso de nuestro trabajo probablemente solicitemos otra vez su presencia. 


(Se retira de Sala el doctor Rippe) 


——— Lamentablemente, parece difícil que podamos continuar el análisis del proyecto de ley sobre registro de 
acreedores y de deudores del sistema financiero. Pero podemos considerar una nota que fue repartida, de 
fecha 24 de junio, en la cual el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca nos solicita una reunión para 
tratar el tema de la Comisión Honoraria Administradora de la Ley N* 15.845 que regula los embalses sobre el 


río Uruguay. En esta nota nos pide que también sean citados delegados de los distintos Ministerios que 
integran esa Comisión a los efectos de considerar los asuntos que están vinculados a ello. 


En esa Comisión están incluidas la Asociación de Cultivadores de Arroz, la Comisión Técnica Mixta de Salto 
Grande, la Asociación de Plantadores de Caña de Azúcar e integrantes del Poder Ejecutivo que son el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y supongo que también el Ministerio de Economía y Finanzas. 
Se señala que hay una problemática y que desean hablar con esta Comisión, pero no se indica cuál es el 
problema. 


En la próxima sesión recibiremos al equipo económico para hablar acerca de la carta intención con el Fondo 
Monetario Internacional. 


Por lo tanto, sugiero que nos pongamos en contacto con el citado Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para saber cuál es la envergadura del asunto. Ellos plantean que la reunión se haga urgentemente. 
También tendremos que continuar con el tratamiento del proyecto de ley que nos ocupó en el día de hoy. 
Además, habrá que incorporar la consideración de los otros dos proyectos. Hemos hablado con el Diputado 
Posada acerca de la posibilidad de conjuntar esfuerzos para unir la redacción del proyecto presentado por él, 
hoy defendido por el doctor Rippe, con el presentado por el Poder Ejecutivo. 


La agenda de la próxima semana estará complicada. Hay que tener en cuenta que martes y jueves esta 
Comisión sesionará integrada con la de Presupuestos. 


La Secretaría se encargará de coordinar con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca una reunión para 
el día miércoles a la hora 9. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


